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	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por la Fiscalía, contra una decisión interlocutoria de fecha veinticuatro (24) de enero de 2007, proferida por el señor Juez en el transcurso del juicio oral, por medio de la cual ordenó la exclusión de una entrevista. 


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes para la decisión a tomar, son:
1.1.- Por informe de investigación de campo del veintiséis (26) de mayo de 2006, se puso en conocimiento de la Fiscalía que por labores de inteligencia de personal adscrito a la policía judicial SIJIN DERIS, se logró establecer la existencia de una organización delincuencial denominada “Cordillera”, dedicada al tráfico de estupefaciente y al sicariato en Dosquebradas, Pereira y muy particularmente en el barrio Cuba de esta capital.  
1.2.- A raíz de esa investigación, fueron vinculados en calidad de autores los implicados de la referencia, a quienes se les endilgaron los siguientes cargos: A JOSÉ MAURICIO SALAZAR: Concierto para delinquir con fines de narcotráfico y homicidio, Tráfico de estupefacientes, Homicidio Agravado y Porte de Arma. A JHON FREDY RENDÓN GIRALDO: Concierto, Tráfico de Estupefacientes, Homicidio Agravado y Porte Ilegal de Armas de fuego tanto de defensa personal como de uso privativo de las fuerzas militares. A WILSON MESA GIRALDO: Concierto, Homicidio Agravado, Porte de Arma y Tráfico de estupefacientes. A CONSUELO HOYOS SÁNCHEZ y AMPARO MEJÍA DE VÉLEZ, Concierto con fines de narcotráfico y Tráfico de estupefacientes. 
1.3.- En atención a que los aquí involucrados no aceptaron los cargos formulados, la actuación continuó con la presentación de sendos escritos de acusación, Audiencia de Acusación, Audiencia Preparatoria y finalmente el Juicio Oral. Dentro de esta última audiencia pública y en el momento en que se recepcionaba el testimonio de cargo de la joven MARTHA LUCÍA MEJÍA, hija de la aquí coacusada AMPARO MEJÍA DE VÉLEZ, la señora Fiscal pretendió introducir la entrevista rendida por la testigo a los organismos de seguridad, momento en el cual se presentaron varias oposiciones por parte de los apoderados de la defensa, muy particularmente en cuanto la entrevista introducida en juicio por la señora Fiscal no era la misma que había sido descubierta por ella en la Audiencia de acusación, por tal motivo pidieron su exclusión.
1.4.- El señor Juez de conocimiento, advertido de esa anomalía, procedió a cotejar el acta de entrevista que quería introducir la Fiscalía con la copia que tenían en su poder los defensores, hallando que el contenido de ambas era exactamente el mismo, a excepción de la fecha, por cuanto la que posee la señora Fiscal cuenta con una fecha de elaboración que no la poseen las copias de los defensores. En un primer momento negó la exclusión de la “evidencia” por ser intrascendente la irregularidad; empero, ante reposición de uno de los defensores, varió su posición y con fundamento en la transparencia de los actos procesales dispuso excluir la entrevista de la joven. 
1.5.- Inconforme la Fiscalía con esa decisión, interpuso recurso de apelación y es la razón para que los registros se encuentren en esta Corporación.
2.- El Debate

A sustentar la apelación acudió ante esta segunda instancia otro delegado de la Fiscalía General de la Nación, autoridad que argumentó:
- La trasgresión del artículo 29 C.N. debe analizarse en cada situación particular con fundamento en los fines del proceso, lo cual nos indica que no se debe excluir aquello que cumple su función sin afectar los derechos de las partes. 
- El artículo 228 de la misma Carta Política, nos hace referencia a la primacía de lo sustancial por sobre lo formal, y en este caso se le ha dado más importancia a lo segundo que a lo primero. 
- Se habla en el artículo 360 de la Ley 906/04 de la exclusión de los medios probatorios y evidencias físicas por infracción a los requisitos formales que contempla el código. Lo anterior significa, que se debe establecer su ilegalidad, lo que en este caso no está demostrado toda vez que el contenido de la entrevista es auténtico y fue sometido a la cadena de custodia (art. 273).
- La entrevista no fue recepcionada ilegalmente porque ni siquiera ello aflora de lo expuesto por la testigo MARTHA LUCÍA MEJÍA, por el contrario, ella confirmó su elaboración en los términos autorizados por la codificación vigente, luego entonces, no ve a cuenta de qué va a perder valor en este juicio.
- El Juez pudo escuchar el reconocimiento tanto del contenido como de la firma, pues manifestó que el acta no posee dichos contrarios a lo aseverado por ella ante los organismos de seguridad. Al no tener tacha de falsedad y al haber sido cotejado con el original de lo cual dejó constancia el a quo, la exclusión o la anulación de lo allegado legalmente al juicio era inviable, por cuanto lo único que no era coincidente entre ambos documentos era la fecha y nada más.
- No discute que la fecha del acta es importante, pero tan determinante como lo concluyó el señor Juez, bajo el entendido que posiblemente podía alterar el fondo de este debate. 
- Se trató de un error involuntario de parte de la Fiscal que lo precedió, toda vez que antes de enviarla a la Bodega de evidencias con cadena de custodia, y al notar la ausencia de la fecha, la estampó en el documento sin creer que esto podía afectar de legalidad el documento; además, la fecha impresa es la real. El hecho de que la copia entregada a los defensores no posea la fecha en que se llevó a cabo la entrevista, no es una violación sustancial, dado que eso quedó superado con la narración de la testigo en juicio. Ella autenticó la entrevista.
- Los defensores recibieron el documento desde el momento de la acusación y se mostraron conformes.
- Finalmente, dado que el Juez no valoró lo que tenía que valorar, considera que se decrete la revocación de esta decisión y en su lugar que se dé validez a la entrevista en todo su contexto.

Los defensores, en su condición de partes no recurrentes, se opusieron a la pretensión de la Fiscalía y en su lugar solicitaron la confirmación del auto con fundamento en:

- Dentro de las dos etapas del sistema penal acusatorio, ya no existe la permanencia de la prueba, sino la oportunidad de practicarse en el juicio oral. Ello está unido al deber de la Fiscalía de entregar todas las evidencias, al igual que a su obligación de probar los hechos por los cuales acusa. 
- En la actualidad, debe primar la humanización del derecho penal de conformidad con los pactos, tratados y convenios internacionales que así lo establecen.
- En ese contexto, el manejo de la cadena de custodia ha sido crítica en Latinoamérica y no se observa que se cumpla a cabalidad, puesto que es de entenderse, para purificar el sistema, que la evidencia no admite alteración en lo más mínimo. 

- Para el presente caso, la propia Fiscal quiso introducir un documento totalmente diferente al suministrado a ellos en condición de defensores. Se alteró precisamente en el lugar y fecha de expedición del acta de la entrevista, lo que a su modo de ver es algo sumamente esencial.

- Debe tenerse muy en cuenta que esta investigación se viene adelantando hace más de un año, razón por la cual, no se sabe si esa entrevista sirvió de fundamento para proferir orden de captura, o fue en la etapa del juicio donde cambio su contenido. Se pregunta por tanto: ¿dónde queda el pacto de cumplir lo establecido en la ley? Si esos documentos no coinciden, se violó por tanto el debido proceso porque no se cumplió la cadena de custodia y el documente carece de autenticidad. 
Por parte de otro de los defensores, se llamó la atención acerca de no estar claro si la entrevista a la que nos estamos refiriendo sea o no una evidencia. Igualmente, que al no poseer fecha, no se sabe cuándo, dónde, ni cómo fue rendida por la señora MARTHA LUCÍA MEJÍA. Si de hacer juicios justos se trata, este tipo de métodos no son admisibles, porque no se puede juzgar de cualquier manera. En el presente caso se está haciendo uso de una supuesta “evidencia” que apareció en juicio alterada, no obstante que se debe entender que la cadena de custodia existe desde el mismo momento en que fue obtenida; y el artículo 29 superior nos habla de la prueba “obtenida” con violación de garantías fundamentales. La fecha en sustancial e inherente al documento, lo cual marca la diferencia. Eso no se podía manipular, ni siquiera por la señora Fiscal delegada. Siendo así, queda la duda acerca de la transparencia en el obrar, lo cual es un principio rector de nuestro procedimiento. 
Se puntualizó acerca de la necesidad que existe en el presente caso, de que por parte del Tribunal se aborde otra situación irregular que presenta íntima relación con lo que es materia de recurso. Se trata del hecho consistente en que la testigo no quería declarar porque de por medio estaba comprometida su señora madre. Se le puso a ratificar el acta de entrevista la cual se le leyó en voz alta y cuyo contenido era monstruoso para la responsabilidad de la progenitora. Con esa forma de proceder se violó el principio de inmediación de la prueba, pues fue utilizada la entrevista para unos fines no transparentes y se sobrepasó lo permitido.
Los restantes profesionales del derecho, dijeron estar conformes con la intervención de quienes les precedieron en el uso de la palabra, aunque agregan que es importante resaltar que la Fiscalía no satisfizo el requisito de autenticidad, el cual exige que la evidencia sea fijada, embalada y rotulada en debida forma. En esos términos, se corrió un traslado de la misma sin establecerse que fuera la original.
Al final de la audiencia de sustentación, intervinieron dos de los acusados, en el siguiente sentido: La señora AMPARO MEJÍA, madre de la joven cuya entrevista aquí se encuentra en entredicho, participó para decir que su hija fue presionada por la policía para que declarara en su contra. El señor JOSÉ MAURICIO SALAZAR, para indicar que es reprochable la forma como fue vinculado a esta investigación, porque no hace parte de ninguna organización, según lo dice el señor Juan Carlos Ballesteros, a quien no conoce ni ha tenido negocios con él.
3.- La Decisión

El dilema que aquí se plantea, hace referencia a la posibilidad de excluir la entrevista a una potencial testigo de cargo, realizada por organismos adscritos a la Fiscalía, bajo el presupuesto de haberle sido introducidos cambios al acta que la contiene y que no aparecían para el momento en que se enunció y descubrió a la contraparte, muy específicamente, su fecha de elaboración o práctica. 

Ese problema nos exige resolver, previamente, si es posible hablar de exclusión para el caso de las entrevistas, puesto que la ley procesal que nos rige sólo se refiere a la exclusión y a la inadmisión de elementos materiales probatorios o evidencias físicas. Y para llegar a ese análisis, obligado es decir si una entrevista es o no asimilable a un elemento material probatorio o a una evidencia física.

A ese planteamiento cabe responder, con contundencia y en los términos en que ya lo había indicado este Tribunal en pasadas ocasiones, que las entrevistas no son ni por supuesto poseen el valor de elementos materiales probatorios o evidencia física, ni pueden ser avalados como tales para efectos de sustentar un fallo de condena, como podría pensarse de una descontextualizada lectura del artículo 275 de la nueva codificación. Lo anterior, salvo las aclaraciones que más adelante se indicarán.
El autor Chiesa Aponte
, trae la entrevista de potenciales testigos como uno de los múltiples medios para impugnar la credibilidad y expresa que ellos son sólo ilustrativos para efectos de realizar la llamada “impugnación por contradicción”. 

En nuestro medio, el valor que tienen las entrevistas, al igual que las declaraciones extrajuicio, es bien diferente al de un verdadero medio probatorio, y para conjurar cualquier polémica al respecto aparece el artículo 347 de la Ley 906 de 2004, que sólo les confiere la posibilidad de servir como medios de impugnación de credibilidad, pero sin alcanzar la categoría de elemento probatorio. Textualmente esa disposición reza: “Cualquiera de las partes podrá aducir al proceso exposiciones, es decir declaraciones juradas de cualquiera de los testigos llamados a juicio, a efectos de impugnar su credibilidad. La Fiscalía General de la Nación podrá tomar exposiciones de los potenciales testigos que hubiere entrevistado la policía judicial, con el mismo valor anotado en el inciso anterior, si a juicio del fiscal que adelanta la investigación resultare conveniente para la preparación del juicio oral (…) No obstante, la información contenida en ellas no puede tomarse como una prueba por no haber sido practicada con sujeción al contrainterrogatorio de las partes.
Lo que acontece con este tipo de entrevistas, sería asimilable a lo que ocurre con los llamados “escritos para refrescar la memoria”, que también pueden ser usados por las partes para ponerlos de presente a quien declara, y con respecto a los cuales el autor citado hace la siguiente observación: “Adviértase, que cuando un testigo testifica valiéndose de un escrito para refrescar su memoria, lo que se recibe como prueba es el testimonio del testigo, y no el contenido del escrito para probar la verdad de su contenido. Tal uso del escrito constituye prueba de referencia, y su admisión está regulada por las reglas sobre prueba de referencia”. Recordemos de todas maneras y en ese mismo sentido, que en nuestro actual estatuto las pruebas de referencia sí pueden ser utilizadas como medios para impugnar credibilidad al tenor del artículo 440.

Resalta de lo hasta ahora dicho, que el Fiscal debe estar preparado para una correcta intervención
, haciendo uso precisamente de las actas o de las grabaciones de las entrevistas pero sólo como medios para impugnar credibilidad, que es diferente a pretender que se tengan como elemento material probatorio directo y por consiguiente con plena vocación para probar como se ha entendido.

Siguiendo esa línea de pensamiento, podría argumentarse que no hay lugar a excluir lo que no tiene categoría de medio probatorio y en tal dirección la polémica que aquí se ha planteado carecería de sentido jurídico. No obstante, el Tribunal comprende que ante determinadas circunstancias, dado que una entrevista no suple el medio probatorio, sí puede llegar a aniquilarlo, y esto ocurre cuando el funcionario judicial, haciendo uso de su potestad valorativa, halla más crédito al contenido de una entrevista preconstituida que al testimonio rendido en juicio.
Precisamente esta fue la conclusión a la que llegó en muy reciente fallo la Corte Suprema en Sala de Casación Penal, cuando expresó:

Véase cómo desde la perspectiva de la inmediación, el juez tiene en su presencia al autor del testimonio. Puede por ello valorar su cambiante posición frente a afirmaciones anteriores y también puede valorar lo manifestado al ejercer la última palabra, optando por la que en su convicción considere más fiable.

Es de concluirse por tanto, que no obstante no ser medio probatorio, las entrevistas sí juegan un papel significativo en el marco probatorio del actual procedimiento, dado que poseen un margen de persuasión importante y por eso reciben también el nombre de testimonios de refutación. Incluso, cabe recordar, la entrevista adquiere su mayor grado de poder demostrativo cuando se presenta el fenómeno del testigo NO DISPONIBLE, acerca del cual ya tuvo ocasión de referirse este Tribunal en decisión del catorce (14) de Julio de 2006, Rad. 660016000035-2006-00228-01, sin que sea el momento de hacer anotaciones al respecto por no ser el tema materia de este recurso.
En esos términos, la entrevista adquiere un papel relevante y hasta preponderante al momento de la definición de un específico caso. Precisamente por eso, a la introducción de las entrevistas en juicio, se le ha rodeado de los mismos presupuestos de validez y de garantías que los concernientes a los medios probatorios; v. gr., se exige que ellas no sean presentadas intempestivamente en el acto público con sorpresa para la parte contraria, sin haber tenido la oportunidad de solicitar su descubrimiento previo con posibilidades de confrontación en franca lid.

Del mismo modo, no aparece fuera de contexto que la parte que se considere afectada por una irregularidad sustancial que alcance a lesionar el derecho de defensa, pueda en consecuencia solicitar su retiro del juicio, ya por un vicio precedente, ora por un vicio sobreviviente, como parece ser lo aquí acaecido.

Para arribar al caso concreto, diremos que las entrevistas que aquí fueron recogidas por el ente acusador: la de MARTHA LUCÍA SALAZAR RESTREPO, la de MARTHA LUCÍA VÉLEZ MEJÍA, la de LUCILA MARÍA URIBE VILLA, la de BRUNILDA MACHADO y la de MARTHA JULIETH RÍOS ECHEVERRY, fueron introducidas como anexos al escrito acusatorio con posibilidad de ser conocidas oportunamente en la Audiencia de Acusación, y por supuesto descubiertas y confrontadas con los otros medios de convicción de la contraparte. 
Con respecto a esas entrevistas, no se presentó solicitud de inadmisión o exclusión por ilegalidad al momento de la Audiencia Preparatoria, pues hasta esa altura procesal no se sabía de irregularidad alguna. Es ahora en el transcurso del juicio oral, cuando sobreviene el conocimiento de una alteración por yuxtaposición, y se hace uso de la figura de la exclusión para aniquilar su validez.

Hasta aquí tenemos entonces, que en criterio de este Tribunal, la petición tiene asidero desde el punto de vista procesal, tanto por la trascendencia en juicio aunque no constituya per se un medio probatorio, como por el momento procesal en que se hace, pues se haya justificada al tratarse de un vicio sobreviviente.

Lo que resta ahora, es precisar si la petición también sería atendible desde el punto de vista sustancial, o lo que es igual, en lo atinente a la trascendencia del vicio que se dice aniquilante, puesto que para hacer un pronunciamiento de esta naturaleza, la irregularidad tiene que estar unida a una real o potencial afectación de un derecho fundamental.
En el caso que nos concita, más allá de una genérica protección al debido proceso, lo que aparece involucrado de manera específica es el derecho de defensa. Y es así, por cuanto se asegura, quién sabe en qué momento o circunstancias, lo detectado podría llegar a favorecer injustamente al órgano acusador. 
Frente a este requisito de sustancialidad o trascendencia, la situación ya no es tan sencilla, porque se advierten al rompe, varias cosas:

Nadie puede negar que esa entrevista sí se efectuó ante los organismos de policía judicial y que fue previa a la acusación como quiera que allí aparece anexa. Nadie puede negar que el contenido testimonial que posee la copia entregada a la defensa, coincide con el que ahora pretende introducir al juicio la Fiscalía, pues precisamente de ello dejó fiel constancia el señor Juez de primer grado. Lo que no coincide, está claro, es la fecha de elaboración de esa entrevista en la copia suministrada a los defensores.
Tampoco nadie puede negar que la fecha de un acta de esta naturaleza sí es relevante, como igualmente lo es en otros actos judiciales, v.gr. las providencias; empero, no al punto de volverla inexistente. Siendo así, la importancia del momento y lugar en que se realizó tiene sentido en el instante de su valoración, es decir, como lo diremos más adelante, en el momento en que el Juez hace el contrapeso entre el contenido de la entrevista y el testimonio en juicio, y esto se hace única y exclusivamente en la sentencia. Es que es precisamente en ese momento de hacer uso de su poder jurisdiccional, cuando el Juez debe indicar la fuerza de convicción que le merece la impugnación efectuada y podrá decir si el hecho de no contar con una fecha influye o no adversamente por sobre su contenido. 
Cualquiera entiende, por ejemplo, a efectos de la valoración probatoria, que si un testigo al momento de entrar en contradicción con una exposición anterior rendida ante los organismos de seguridad, pretende desconocer la existencia de ese relato previo, o interpela afirmando que lo hizo en momento sustancialmente diferente que pudiera incidir de algún modo en la veracidad de su dicho, la irregularidad detectada en la fecha del acta de entrevista adquirirá una inusitada importancia. Pero, de igual modo cualquiera comprende, que si ese mismo testigo acepta haber declarado con anterioridad sobre el asunto y en presencia de determinada autoridad, incluso ofreciendo una referencia temporal atendible, el dato potencialmente equívoco de la fecha de elaboración del acta pasa a un segundo plano y se convierte en intrascendente a efectos de la valoración respectiva.

Ahora bien, a juicio de esta Corporación, aquí lo de la fecha de la entrevista pasa a un segundo plano si se analiza otro tipo de irregularidades, estas sí de mayor calibre, relacionadas con la forma de introducirla al juicio en el caso singular que aquí nos convoca. Nos explicamos:

Ocurre, que las entrevistas, a diferencia de los medios probatorios enunciados, ofrecidos y descubiertos con precedencia al juicio, tienen que cumplir una condición para poder ser utilizadas en la audiencia, no otra que la existencia de una contradicción del testigo con lo precedentemente manifestado. Porque entonces y sólo entonces, quien pretenda hacer uso de la entrevista la leerá a efectos de refrescarle la memoria al testigo -art 347 C.P.P.-, surgiendo en ese instante el requisito de necesariedad en su función como medio de impugnación de la credibilidad. Si esto no se da, carece de sentido presentar en juicio la entrevista. 
Encuentra la Sala por tanto, que el proceder de la señora Fiscal no fue correcto y hacia esa afirmación confluyen múltiples razones:

1. Porque se quiso aplicar a la entrevista, el método de introducción de las evidencias, lo cual desdibuja el verdadero sentido de ese particular medio de impugnación.

2. Porque puso de presente a la testigo la entrevista suscrita ante los organismos de policía judicial, sin una justificación atendible. Obsérvese que en lo corrido del interrogatorio de la testigo en juicio, no se hicieron preguntas ni por supuesto hubo respuestas, que hicieran pensar que la testigo se estaba contradiciendo con su versión anterior. Hasta ese instante, la joven había omitido todo pronunciamiento en contra de su señora madre, porque la Fiscalía no le hizo preguntas directas a ese respecto y por supuesto ella no hizo expresiones que pudieran comprometer a su ascendiente. Si eso no había ocurrido, no se podía hacer uso de la entrevista.

3. Porque a continuación sucedió, que la Delegada Fiscal previa autorización del Juez, puso de presente a la declarante el contenido de la entrevista y bajo juramento le preguntó: “¿reconoce el contenido de la entrevista?”, a lo cual respondió que sí. Con esa forma de proceder, lo que se hizo fue introducir indebidamente TODO el contenido de la entrevista en el juicio, de manera genérica, en abstracto, con lo cual, se impidió el contrainterrogatorio cruzado como es lo que corresponde en el actual sistema. 
A no dudarlo, el proceder que aquí estamos censurando no puede hacer carrera en los estrados, por cuanto eso significaría permitir que superviva una práctica ya superada propia del anterior procedimiento. Se entiende por tanto, que si bastara la ratificación de las entrevistas, sobraría la recepción de los testimonios para ser confrontados en el juicio.
En el caso particular, la situación se complica más por lo siguiente:

Sucede, que el trámite que aquí se adelanta es complejo en consideración a que son plurales los cargos formulados y diversas las personas involucradas, con lo cual, no todos esos cargos cobijan a la madre de la testigo MARTHA LUCÍA MEJÍA. En esos términos, era comprensible que se le pretendiera interrogar en principio acerca de todo aquello que no toca con la acusación a la progenitora y que es relevante para obtener la verdad real. Empero, precisamente por la importancia de respetar esa garantía fundamental que ampara a la deponente, era preciso impedir una introducción en abstracto de la entrevista, y lo que vemos es que aquí se trajo al escenario probatorio todo el contenido de la misma, la cual contiene acusaciones directas en contra de la madre de la testigo, lo que por supuesto tenía que ser tema de una pregunta directa para saber si ella manifestaba su no voluntad de declarar o si renunciaba en ese punto específico a su derecho constitucional de guardar silencio, con la consiguiente posibilidad de un contrainterrogatorio por la contraparte. Como así no ocurrió, el Tribunal se ve en el deber de declarar ineficaz la ratificación genérica que se hizo de la entrevista en juicio, disponiéndose que se rehaga esta parte del testimonio a efectos de que se efectúe un uso racional de ese medio de impugnación, si las circunstancias lo ameritan y si la parte así lo considera necesario de conformidad con lo ya expuesto.
Así las cosas, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal,
RESUELVE:

PRIMERO: SE REVOCA la determinación adoptada en la primera instancia, en el sentido de excluir la entrevista rendida por la señora MARTHA LUCÍA MEJÍA, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva.

SEGUNDO: SE DECLARA INEFICAZ la ratificación genérica que del contenido de esa entrevista se hizo en el transcurso del juicio oral; en consecuencia, se dispone rehacer esta parte del testimonio a efectos de que se efectúe un uso racional de la entrevista si las circunstancias así lo ameritan, de conformidad con las directrices indicadas en la normatividad vigente.
La anterior determinación queda notificada en estrados y contra ella no procede recurso alguno. 
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

     MARÍA MERCEDES LÓPEZ MORA
IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
� CHIESA APONTE, Ernesto L., Derecho Procesal Penal de Puerto Rico y Estados Unidos, Editorial Forum, Volumen III, 1993, pgs. 441 y s.s.


� Recuérdese que si bien los mecanismos de impugnación de la credibilidad están dispuestos para ser utilizados al momento del contrainterrogatorio, también pueden llegar a ser indispensables durante el interrogatorio directo, tal como se dijo por esta Corporación en decisión del 3 de mayo de 2006, Radicado 6644060000682005-00092, con ponencia de quien ahora ejerce igual función.                


� C.S.J. Casación del 09 de Noviembre de 2006, Rad. 25738, M.P. Dr. Sigifredo Espinosa Pérez.
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